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RESUMEN 

En la Provincia de Bolívar, específicamente en el cantón Guaranda, el día 24 de 

marzo del 2019, se llevó acabo la elección libre y transparente de las autoridades 

seccionales del Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón Guaranda, para el 

periodo de administración 2019- 2023. Luego del proceso de elección de las autoridades 

del Gobierno Autónomo Descentralizado del Cantón Guaranda, el día 15 de mayo del 

2019, en sesión inaugural, conforme consta en el Acta 001-2019, fue posesionado el 

señor Luis Medardo Chimbolema Chimbolema, quien dirigió dicha sesión en calidad de 

presidente. 

Durante el desarrollo de dicha sesión inaugural, entre uno de los puntos a tratarse en la 

sesión, era la elección de quien ocuparía la Vicealcaldía de Guaranda, es así como dos 

miembros de la sesión mocionaron a dos candidatos varones, sin tomar en cuenta a la 

única mujer. Ante ello, el señor Alcalde procede a disponer al señor Secretario que tome 

votación respecto de las mociones presentadas por el Concejal Dr. Luis Pazmiño y por 

el señor Concejal Pedro Coles Patín, a lo cual el Secretario procede a tomar votación 

para elegir al Vicealcalde del Gobierno Autónomo Descentralizado del Cantón 

Guaranda, siendo los resultados los siguientes: cinco votos a favor del Concejal Juan  

Manuel Galarza y tres votos a favor del Concejal Julio César Ayme; consecuentemente, 

la dignidad de vicealcalde recae sobre el Sr. Msc. Juan Manuel Galarza. 

En este caso puntual, al existir una mujer que formaba parte del Concejo cantonal, si era 

posible ejecutar la paridad de género en la elección de la Vicealcaldía; sin embargo, no 

se cumplió con esta disposición constitucional y legal.  
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Es decir, se inobservó los principios de igualdad formal y principalmente el principio de 

igualdad material, lo que dio lugar al incumplimiento del Art. 317 segundo inciso, del 

Código Orgánico de Organización Territorial  

Ante este hecho de vulneración de derechos, la Delegación Provincial de la Defensoría 

del Pueblo en Bolívar, actuando de oficio como lo establece el artículo 215 de la 

Constitución de la República, el artículo 9, literal b, de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional  y el artículo 6, literal a, de la Ley Orgánica de 

la Defensoría del Pueblo, el Ab. Klery Geovanny Escobar Pérez y la Especialista en 

Derechos Humanos y la Naturaleza 1, Ab. Sahira Maribel Martínez Cepeda, se 

interpuso una acción de protección, conforme lo establece el artículo 88 de la 

Constitución de la República del Ecuador, a favor de la señora Lcda. Magdalena Rosalía 

Pilco Rea, única mujer que forma parte del Gobierno Autónomo Descentralizado del 

Cantón Guaranda, dirigida en contra del infrascrito Concejo. 

En consecuencia, el día miércoles 2 de octubre del 2019, en la Unidad Judicial Penal del 

cantón Guaranda, con competencia en materia constitucional se instaló la Audiencia 

Oral Pública y Contradictoria. En la audiencia se escuchó tanto al legitimado activo y el 

legitimando pasivo. Donde una vez escuchadas a las partes procesales, el juez titular de 

esta Unidad Judicial rechazó la Acción Constitucional de Protección, fundamentando 

que no existe violación de derecho constitucional alguno. En la misma audiencia el 

accionante presentó la respectiva apelación conforme el artículo 24 de la Ley Orgánica 

de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 

El 24 de octubre del 2019, la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de 

Bolívar, volvió a rechazar el recurso de apelación interpuesto, confirmando en todos sus 

términos la sentencia subida en grado. 
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Finalmente, el día 19 de noviembre del 2019, la Defensoría del Pueblo, en virtud a lo 

establecido por el artículo 55 de la Resolución Nro. 056-DPE-CGAJ-2017, dispuso el 

archivo definitivo del expediente Defensorial 

GLOSARIO DE TÉRMINOS 

 

Discriminación.- Para la Corte Constitucional del Ecuador (2013) “La discriminación 

es el acto de hacer una distinción o segregación que atenta contra la igualdad de 

oportunidades”.  

Interculturalidad.- Para Dietz (2017) es un “conjunto de interrelaciones que 

estructuran una sociedad dada, en términos de cultura, etnicidad, lengua, denominación 

religiosa y/o nacionalidad”. (p. 193) 

Paridad de género.- Según Castro (2014) Principio utilizado para una distribución 

igualitaria en la que las mujeres y los hombres obtienen cada uno 50% de las 

candidaturas o cargos de elección popular. (p. 213) 

Igualdad formal.- al respecto, la Corte Constitucional del Ecuador (2014) plantea que 

este principio “se orienta a la garantía de igualdad de trato a todos los destinatarios de la 

norma jurídica y la ausencia de todo privilegio en materia de jurisdicción e impuestos”. 

(p.44) 

Igualdad material.- así mismo, la Corte Constitucional del Ecuador (2014) argumenta 

que este principio “no tiene que ver con cuestiones formales, sino con la real posición 

social del individuo a quien va a ser aplicada la ley, con el objetivo de evitar 

injusticias”. (p. 44) 
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Derecho constitucional.- Figueruelo (2012) lo define como “la ordenación de las 

competencias supremas de un Estado”. (p. 51) 

Acción de Protección.- La garantía jurisdiccional más importante en función de su 

ámbito de protección, teniendo en cuenta que la misma no solo tutela los derechos 

reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales referentes a Derechos 

Humanos, incluso protege los derechos que no estén amparados por una vía procesal 

específica por lo cual es una herramienta elemental para el ordenamiento jurídico 

ecuatoriano (Loor y Benítez, 2020). 

Legitimado pasivo.- Benalcázar (2005) “es aquel funcionario u órgano del que emana 

el acto que se tacha de inconstitucional o del que se acusa una consecuencia lesiva para 

un derecho fundamental”. 

Legitimidad activa.- Según Loor y Benítez (2020) mencionan que “se traduce como la 

capacidad para actuar en un proceso, la característica de ser popular, es decir que la 

puede proponer la persona afectada con la vulneración de un derecho o un tercero que 

no haya intervenido en el acto como tal”. 

Seguridad jurídica.- Es la confianza que nos da el Estado que nuestros derechos están 

protegidos por normas preestablecidas encaminadas a garantizar la vigencia y aplicación 

de los derechos del ser humano, en busca de una mejor convivencia dentro de la 

sociedad, con la confianza de que esta organización llamada Estado lo está tutelando 

(Borja y García, 2019, p. 8). 

Supremacía constitucional.- Suárez (2018) lo define como “aquel ordenamiento 

jerárquico de las leyes y demás contenidos normativos del cual se desprende claramente 

el hecho de que el texto constitucional es supremo, fundamental y justificador de la 

totalidad de un ordenamiento jurídico determinado”. (p. 7) 
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INTRODUCCIÓN 

El principio de la igualdad y no discriminación entre hombres y mujeres, es una lucha 

de aproximadamente 70 años, dentro de este lapso de tiempo se han creado normativas 

para asegurar la igualdad, como resultado de esta lucha se ha logrado la creación y 

codificación de los derechos de las mujeres. 

El reconocimiento y creación de los derechos de las mujeres, fue un gran paso para la 

sociedad a nivel mundial, la tan anhelada igualdad de género fue necesaria para cumplir 

objetivos, establecer estrategias y ejecutar planes de acción con una visión al futuro para 

los estados. 

En 1975, en  la ciudad de México, se desarrolló la I Conferencia Internacional de la 

Mujer, en donde se logró un dialogo a nivel mundial, planteándose así 3 ejes 

fundamentales: conseguir la igualdad plena y la no discriminación por razones de 

género; fomentar la plena participación de la mujer en el desarrollo y promover la 

contribución de la mujer al fortalecimiento de la paz mundial. 

En el presente trabajo se realizará un análisis sobre la demanda de una Garantía 

Jurisdiccional, puntualmente de una Acción de Protección, en defensa de los derechos 

de la única concejala mujer, la Lcda. Magdalena Rosalía Pilco Rea, ante la vulneración 

del derecho a la igualdad formal, igualdad material y no discriminación y a la seguridad 
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jurídica, consagrados en los artículos 66 numeral 4 y 82 de la Constitución de la 

República del Ecuador.  

Con respecto a la decisión tomada, por la autoridad judicial, tanto en primera y en 

segunda instancia se ha manifestado que: al no existir vulneración de derecho 

constitucional alguno y que el legitimando activo no ha justificado la vulneración del 

derecho, se rechaza la Acción de Protección, presentada por  la Delegación de la 

Defensoría del Pueblo. Es necesario indicar que, en las sentencias emitidas, el juzgador 

se limitó a realizar consideraciones únicamente de orden legal y del procedimiento 

parlamentario realizado para proceder con la elección de la Vicealcaldía, sin realizar un 

verdadero análisis de derechos constitucionales afectados y de la pertinencia de la 

garantía jurisdiccional implementada para proteger los derechos de la mujer dentro de la 

participación política y de la vida institucional de los organismos seccionales. 

En este orden de ideas, es prudente mencionar que, el principio de paridad de género, de 

acuerdo con es la intervención igualitaria entre hombres y mujeres en las posiciones de 

poder y en la toma de decisiones en las esferas de lo político, social y económico; en el 

referido caso, se evidencia la vulneración de derecho en la esfera política.  

La Constitución de la República garantiza el derecho a la seguridad jurídica, consagrado 

en el Art. 82, el cual se fundamenta en el respeto a la Constitución, y la existencia de 

normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes. 
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CAPÍTULO I: PLANTEAMIENTO DEL CASO A SER INVESTIGADO  

 

1.1. Presentación del caso  

 

El presente análisis de caso se lo realiza con la finalidad de demostrar de qué manera se 

vulneraron los derechos de la única Concejala mujer en la elección de la Vicealcaldía del 

Gobierno Autónomo Descentralizado del Cantón Guaranda, determinar también cual es el 

rol de la Defensoría del Pueblo, en cuanto a la defensa de los Derechos Humanos, e 

identificar las normas aplicables en este caso que, inicialmente vendrían a ser la 

Constitución de  la República del Ecuador con el Art. 66 numeral 4, el Código Orgánico de 

Organización Territorial con su Art. 317 inciso 2, y los Instrumentos Internacionales, 

específicamente la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 

contra la mujer CEDAW en su Art. 3, 7 y 8. 

El fundamento del presente trabajo tiene su base en la actuación y decisión tomada por parte 

del Concejo Municipal del Gobierno Autónomo Descentralizado del Cantón Guaranda, al 

inobservar la normativa legal establecida para la designación de la segunda autoridad, 

vulnerando de forma sistemática los derechos fundamentales de una mujer, cuyo detonante 

se produce con violación del derecho a la seguridad jurídica, en primera instancia y luego 

del derechos a la igualdad formal, igualdad material y no discriminación, expresamente 

establecidos en la Carta Magna ecuatoriana. 

Conforme lo dispone el Art. 6 literal a), de la ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, esta 

institución, patrocina de oficio o a petición de parte las garantías jurisdiccionales que en 

materia de tutela de derechos sean aplicables para proteger o reparar un derecho humano o 

constitucional violentado; en virtud de ello, la Delegación Provincial de Bolívar, en defensa 

de los derechos de la única concejala mujer, basados en criterios de paridad de género, 
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iniciaron esta acción con la finalidad de que, el acta de la Sesión Inaugural, del día 15 de 

mayo del 2019, donde se eligió como vicealcalde a un hombre a sabiendas de que el puesto 

debería ser ocupado por una mujer, quede sin efecto. 

De esta manera el legitimado activo sustenta la acción de protección presentada de la 

siguiente manera: el Concejo Municipal a sabiendas de que la Vicealcaldía tenía que ser 

asumida por una mujer, no existió la mínima intención, ni del Acalde, ni del Concejo 

Municipal de aplicar los principios de igualdad formal, igualdad material, y no 

discriminación , pues nadie mocionó el nombre de la única Concejala mujer, en aplicación 

del derecho constitucional, legal que le asiste en cuanto a la paridad de género y la 

alternancia, solicitando así que, en sentencia se declare la vulneración de los siguientes 

derechos: vulneración del derecho a la seguridad jurídica en cuanto al principio de igualdad 

con criterios de equidad y paridad de género en la participación política de las personas y a 

vulneración de la supremacía constitucional e inobservancia de instrumentos internacionales 

de derechos humanos. Además el legitimando activo solita que el acta de la sesión inaugural 

del día 15 de mayo, quede sin efecto y que el Concejo Municipal convoque a una nueva 

sesión para que, la Vicealcaldía sea elegida con base en los criterios de igualdad y paridad 

de género, con la finalidad de que se elija a la única mujer como la vicealcaldesa, conforme 

a lo dispuesto en la CRE y el COOTAD. 

  

 

 

 

 

 



3 
 

1.2. OBJETIVO DEL ANÁLISIS O ESTUDIO DE CASO  

 

Objetivo general 

• Identificar de qué manera se ha violentado el derecho a la igualdad formal, 

igualdad material y no discriminación en la elección de la Vicealcaldía del 

Gobierno Autónomo Descentralizado del Cantón Guaranda, mediante el 

análisis de la causa 02281-2019-00752. 

Objetivos específicos 

• Analizar el principio de igualdad en forma general y no discriminación. 

• Identificar el motivo por el cual el Consejo Municipal no mociono el nombre 

de la única concejala mujer para la elección de la Vicealcaldía. 

• Considerar la normativa nacional, así también de Instrumentos Internacionales 

sobre el principio de paridad de género.  

• Explicar las atribuciones de la Defensoría del Pueblo. 
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CAPITULO II: CONTEXTUALIZACIÓN DEL CASO 

2.1. Antecedentes del caso  

En la ciudad de Guaranda, por parte de la Delegación Provincial de la Defensoría del Pueblo 

en Bolívar se interpuso una Acción de Protección, a favor de la señora Lcda. Magdalena 

Rosalía Pilco Rea, única mujer elegida para formar parte del Consejo del Gobierno 

Autónomo Descentralizado del Cantón Guaranda, dirigida en contra del referido Concejo, 

incluido el Sr. Luis Medardo Chimbolema Chimbolema, en su calidad de Alcalde de 

Guaranda, mismo que el día 15 de mayo de 2019 fue posesionado como alcalde del cantón 

Guaranda. 

Conforme consta en el Acta de Sesión Inaugural 001-2019, del Concejo Municipal del 

Gobierno Autónomo Descentralizado del Cantón Guaranda que, el día 15 de mayo de 2019, 

siendo las 13h00, se reúne el Concejo Municipal a fin de llevar a cabo la sesión inaugural 

del Concejo Municipal del Gobierno Autónomo Descentralizado del Cantón Guaranda, bajo 

la presidencia del alcalde con la asistencia de los/las siguientes señoras y señores concejales: 

1. Msc. Juan Manuel Galarza Schoenfeld 

2. Sr. Julio Cesar Ayme Sinchigalo 

3. Cp. Cesar Alfonso Camacho Bezantes 

4. Ab. William Renso Chela Agualongo 

5. Sr. Pedro Coles Patín 

6. Dr. Luis Geovanny Pazmiño Ortiz 

7. Lcda. Magdalena Rosalía Pilco Rea 

8. Sr. Luis Medardo Chimbolema Chimbolema, 
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En la referida sesión, luego de su intervención el Señor alcalde constituyó el Concejo 

Municipal del Gobierno Autónomo Descentralizado del Cantón Guaranda para el periodo 

2019 – 2023. 

Uno de los puntos a ser tratado en la misma fue la elección de quien ocuparía la Vicealcaldía 

de Guaranda. Es así que se evidencia que el concejal Dr. Luis Pazmiño toma la palabra y 

menciona: “luego  de haber escuchado la sana intención de que el cantón Guaranda merece 

mejores derroteros el cantón Guaranda no únicamente que quiere dignidades del sector 

urbano la ruralidad es uno de los pilares fundamentales para el desarrollo de los pueblos, las 

comunidades, las parroquias también merecen ser representados mociono y pongo a 

consideración la candidatura  del compañero Concejal Julio César Ayme para la dignidad  

de Vicealcalde, muchas gracias”. 

En el mismo sentido, toma también la palabra el concejal Pedro Coles Patín, quien expresa 

que: “sabiendo que Guaranda es un pueblo mestizo e indígena  mi candidato para la 

Vicealcaldía es el Ing. Juan Manuel Galarza, practicando la interculturalidad practicando el 

sumak kawsay unir el pueblo y las juntas  parroquiales, muchas gracias”. 

Ante ello, el Señor Alcalde procede a disponer al señor Secretario que tome votación 

respecto de las mociones presentadas por el concejal Dr. Luis Pazmiño y por el señor 

concejal Pedro Coles Patín, a lo cual el secretario procede a tomar votación para elegir como 

Vicealcalde del Gobierno Autónomo Descentralizado del Cantón Guaranda siendo los 

resultados los siguientes: cinco votos a favor del Concejal Juan  Manuel Galarza y tres votos 

a favor del Concejal  Julio César Ayme. 

Como se puede apreciar y a pesar de que en el texto del punto cuatro de la sesión inaugural 

del Concejo Municipal de Guaranda, se hace mención a que la elección del/la Vicealcalde/sa 
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se realizará de conformidad al artículo 57 literal o) y 317, segundo inciso, del Código 

Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, siendo que este 

último señala claramente la aplicación del principio de paridad, es decir que el Concejo 

Municipal a sabiendas que la Vicealcaldía debía ser asumida por una mujer, no existió la 

mínima intención del alcalde y consejo municipal de aplicar los principios de igualdad 

formal, igualdad material y no discriminación, pues nadie mocionó el nombre de la única 

concejala mujer Lcda. Magdalena Rosalía Pilco Rea, en aplicación al derecho 

constitucional, legal que le asiste en cuanto a la paridad de género y la alternancia, como 

elementos necesarios para la consolidación de la vida democrática. 

Sobre la base de lo manifestado, la identidad objetiva de la acción de protección se 

fundamentó en la vulneración al derecho de la igualdad formal, siendo este el que tiene 

relación con la garantía de identidad de trato a todos los destinatarios de una norma jurídica, 

evitando la existencia injustificada de privilegios; en lo que refiere a la igualdad material la 

Corte Constitucional del Ecuador (2014) refiere que “este no tiene que ver con cuestiones 

formales, sino con la real posición social del individuo a quien va a ser aplicada la ley, con 

el objetivo de evitar injusticias”. (p. 44)  

Tomando en cuenta el Principio de Paridad de Género, entendida como tal a la participación 

equilibrada de hombres y mujeres en las posiciones de poder y de toma de decisiones en lo 

político social y económico, es necesario identificar los derechos de participación, 

puntualmente el artículo 61, numeral 7 en donde dice que los ecuatorianos y ecuatorianas 

pueden desempeñar funciones y empleos públicos, bajo un sistema de elección transparente 

equitativos, pluralista y democráticos garantizando la equidad y la paridad de género.  
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2.2. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DEL CASO 

2.2.1. La igualdad y no discriminación como bases del estado constitucional de 

derechos 

 

Con la entrada en vigencia de la Constitución de la República del Ecuador, en el año 2008, 

marca el inicio del nuevo modelo de Estado, el Estado Constitucional de Derechos y 

Justicia, basado principalmente en el respeto y ejercicio de los derechos fundamentales por 

parte de sus titulares, quienes pueden acceder a mecanismos de protección y reparación de 

derechos en caso de ser violentados.  

Lo interesante de esta nueva Norma Suprema, es el catálogo de derechos en ella establecido, 

los cuales siendo todos de igual jerarquía e interdependientes los unos con los otros tiene 

como objetivo lograr el Buen Vivir; sin duda alguna un importante avance en esta nueva 

estructura constitucional es la parametrización del derecho a la igualdad en sus tres 

dimensiones, esto es: la igualdad formal, igualdad material y no discriminación, cuya 

finalidad es consolidar un trato igualitario para los titulares de derechos.  

Según Praeli (2016) sostiene que:  

Al abordar el tema de la igualdad desde una perspectiva constitucional, conviene empezar 

señalando que la conceptuamos en una doble dimensión: de un lado, como un principio 

rector de todo el ordenamiento jurídico del estado democrático de derecho, siendo un valor 

fundamental y una regla básica que éste debe garantizar y preservar. Y, de otro lado, como 

un derecho constitucional subjetivo, individualmente exigible, que confiere a toda persona el 

derecho de ser tratado con igualdad ante la ley y de no ser objeto de forma alguna de 

discriminación (p.63). 
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La vulneración de derecho, a la que fue víctima la señora concejala, se puede identificar en 

el momento en que ninguna de las personas de las que se encontraban en la Sesión, 

mocionara la candidatura de la única mujer, aun sabiendo de las normas legales y 

constitucionales basados en  los criterios de equidad y paridad de género,  que amparan a las 

mujeres en cuanto a la participación en la vida política.  

2.2.2. Derecho de igualdad 

 

Las personas nacen libres e iguales con dignidad y accesos a todos los derechos reconocidos 

en la Constitución de la República del Ecuador e Instrumentos internacionales de Derechos 

Humanos, como sustenta Nogueira (2006):  

La igualdad como derecho fundamental reconoce la titularidad de toda persona sobre el bien 

jurídico igualdad, que es oponible a todo destinatario, que implica el derecho a no ser 

discriminado por razones de carácter subjetivo u otras que resulten jurídicamente relevantes, 

con el consiguiente mandato correlativo respecto de los órganos o autoridades estatales y los 

particulares de prohibición de discriminación (p.63). 

En esta parte hablaremos sobre las dos dimensiones que forman parte del derecho de 

igualdad, la primera es la igualdad material, o también conocida como igualdad de 

oportunidades, para esto los estados, a través de múltiples mecanismos permitirán que 

grupos tradicionalmente desconocidos y discriminados sean tomados en cuenta para 

cualquier tipo de acciones.  

Los derechos sociales y políticos de la mujer es una lucha que viene atada a la 

democratización en cualquier sistema político, y siempre las mujeres son las que tienen el 

minúsculo poder estatal, debido a que históricamente se ha regido bajo un modelo político 

patriarcal.  
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 Este derecho desde la historia, ha avanzado con la abolición de la esclavitud ya que este 

tipo de actos hoy en la actualidad son conocidos como actos de discriminación, los cuales 

hacían que los derechos humanos fueran desconocimiento de la dignidad humana y la 

igualdad fundamental, reconociendo a los hombre como mayor fuente de poder político.  

Igualdad formal  o Igualdad ante la ley  

 

Relacionado con la garantía de identidad de trato, la Corte constitucional del Ecuador (2014) 

hacer constar que “el objetivo de la igualdad formal es evitar la existencia injusta de 

privilegios”. (p.44)  

Para Nogueira (2006) “La igualdad ante la ley se refiere a la eficacia de los mandatos de la 

igualdad en la aplicación en el ámbito administrativo, en el ámbito jurisdiccional y en la 

relación entre particulares”. (p. 63)  

Acotando a lo mencionado la igualdad formal implica un trato idéntico a los destinatarios de 

una norma jurídica ya sean estos sujetos individuales o colectivos que estén en la misma 

situación. 

Igualdad material o Igualdad de Oportunidades   

 

Uno de los mecanismos utilizados por nuestro estado ecuatoriano y en otros estados, son las 

acciones afirmativas o discriminación positiva, que permite construir y fomentar políticas 

públicas, con la única finalidad de brindar un trato preferencial  a aquellos grupos 

históricamente desfavorecidos y subsanar por los daños y atropellos causados en contra de 

estos. 

Para Cruz, (como cito Nogueira, 2006) “La igualdad en la ley se refiere a la igualdad como 

derecho fundamental, a su eficacia vinculante frente al derecho, frente al legislador”. (p.64) 
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En síntesis, la igualdad material no solo, permite que las personas sean tratadas con igualdad 

ante la ley, más bien trata de que las personas en situación diferente sean tratadas con 

igualdad y no caer en discriminación. Se enfoca más en la posición social real del individuo 

a quien va dirigida la ley. 

No Discriminación 

 

La discriminación constituye un acto que por su naturaleza es repudiable pues comprende 

toda exclusión, restricción o preferencia que se fundamenta en diferentes motivos, ya sean 

culturales, étnicos, generacionales, de género, clase, ideología política, entre otros, y que 

tiene por objeto o resultado afectar o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los 

derechos humanos (Defensoría del Pueblo, s/f). 

Lo establecido en normas no está acorde con la realidad ya que la estructura de la política se 

encuentra bajo un dominio patriarcal, es decir el poder está en las manos de los hombres, y 

las mujeres a pesar de leyes que amparan la participación de las mujeres en la vida política, 

hemos tenido que desenvolvernos desde espacios inferiores.  

En el referido caso, la vulneración de derecho a la igualdad material, igualdad formal, y con 

énfasis en el derecho de no discriminación, es evidente la inobservancia de la normativa para 

la elección de las autoridades, basados en criterios de equidad y paridad de género, y 

respaldados en la Constitución, de acuerdo a la jerarquía jurídica a la cual estamos 

subordinados,  se evidencia la vulneración de derecho al no haber considerado el hecho de 

ser mujer, ser indígena y ser la única concejala en la sesión y que el desconocimiento de la 

ley por parte de los miembros participes de la sección no haya permitido que, la única mujer 

forme parte de los posibles candidatos para el puesto de Vicealcaldía. 

2.2.3. La Convención Americana de Derechos Humanos sobre los Derechos Políticos. 
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Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer 

Con el propósito de lograr un estado de igualdad y reconociendo los derechos humanos y 

políticos de las personas, el Ecuador, por lo cual la Comisión Interamericana de derechos 

Humanos (1969) ordena el cumplimiento de los siguientes artículos: 

Artículo 23 

1.- Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 

a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 

medio de  representantes libremente elegidos; 

 b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por 

sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión 

de la voluntad de los electores; 

c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 

públicas de su país. 

 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se 

refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, 

residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez 

competente, en proceso penal. 

Artículo 24: Igualdad ante la Ley.- Todas las personas son iguales ante la ley.  En 

consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley. 

2.2.4. La Convención sobre la Eliminación de toda forma de Discriminación contra la 

Mujer (CEDAW) sobre el Derecho a la igualdad y de políticos o de 

participación 
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 La CEDAW, es  un reconocido instrumento internacional sobre las medidas y acciones 

específicas para combatir la discriminación contra las mujeres, así también con la finalidad 

alcanzar una amplia representación en la vida pública, las mujeres deben gozar de igualdad 

plena en el ejercicio del poder político y económico; participar en condiciones de igualdad, 

en la adopción y toma de decisiones en todas las esferas, sea nacional o internacional, para 

alcanzar la paridad, el progreso y la armonía. Desde la figura de género se pretende alcanzar 

verdaderas metas que aseguren  una democracia igualitaria y participativa.  

Es necesario que las mujeres en el goce libre de sus derechos participen en la vida estatal, 

política y gubernamental con la finalidad de demostrar capacidad, empeño y 

desenvolvimiento en su ámbito de interacción política, siendo primordial la intervención de 

las mujeres para su propio desarrollo intelectual, por ende contribuirá  al progreso de toda la 

humanidad.   

Este instrumento y sus disposiciones mantienen una relación directa, con la igualdad y  la 

intervención política de las mujeres en sus artículos 4, 7 y 8, como lo establece la CEDAW 

(1979) obligando a los estados miembros a cumplir con el art. 4,7 y 8. 

➢ Artículo 4 

1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal 

encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se 

considerará discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de 

ningún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales 

o separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de 

igualdad de oportunidad y trato (CEDAW, 1979, p.76). 

➢ Artículo 7 
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Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, 

garantizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a:  

a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para 

todos los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas;  

 b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la 

ejecución de  éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones 

públicas en todos los planos gubernamentales;  

 c) Participar en organizaciones y en asociaciones no gubernamentales que se 

ocupen de la vida pública y política del país (CEDAW, 1979, p.77). 

➢ Artículo 8 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, 

en igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la 

oportunidad de representar a su gobierno en el plano internacional y de participar en 

la labor de las organizaciones internacionales (CEDAW, 1979, p.78). 

Con los artículos citados se puede evidenciar la inobservancia de la Normativa 

Internacional, en este caso de la CEDAW, que no fueron tomados en cuenta al momento de 

la elección de la persona para ocupar la dignidad de Vicealcalde, cayendo en una violación 

de derechos, específicamente de derechos políticos de la mujer. 

2.2.5. La Constitución de la República del Ecuador en cuanto a los Derechos de 

participación y paridad de género. 

 

De una forma general la participación, la podemos definir como un elemento necesario para 

el desarrollo de una vida democrática, ya que ese actividad del que todos los individuos o 
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sujetos de derecho gozan, es indispensable para el desarrollo de los procesos de selección y 

designación de autoridades, en este sentido nuestra CRE (2008) específicamente en su art. 

61 numeral 7 textualmente dice: 

➢ Art. 61. 

Las ecuatorianas y ecuatorianos gozan de los siguientes derechos: 

(…) 7. Desempeñar empleos y funciones públicas con base en méritos y capacidades, 

y en un sistema de selección y designación transparente, incluyente, equitativa, 

pluralista y democrática, que garantice su participación, con criterios de equidad y 

paridad de género, igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad y 

participación intergeneracional. (CRE, 2008, p. 45) 

De la misma manera al hablar de paridad de género, como un principio constitucional, este 

viene a configurarse como el eje fundamental para la tutela y defensa de los derechos 

humanos en especial, el derecho de participación y representación de las mujeres en el 

aspecto político. 

Los tratados internacionales como son: La Convención Americana de Derechos Humanos 

sobre los Derechos Políticos y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer, obliga a los estado a garantizar la igualdad de condiciones la 

intervención de las mujeres en la vida política.  

2.2.6. Seguridad Jurídica 

 

 La seguridad jurídica es posición primordial para que un Estado, logre la paz social entre 

los sujetos de derechos y la estabilidad política y económica, además impulsará el desarrollo 

en todas las esferas.  

       La formación conceptual de la seguridad jurídica, como la de otras importantes 

categorías de la Filosofía y la Teoría del Derecho, no ha sido la consecuencia de una 

elaboración lógica sino el resultado de las conquistas políticas de la sociedad. La 

seguridad constituye un deseo arraigado en la vida anímica de hombre, que siente terror 
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ante la inseguridad de su existencia, ante la imprevisibilidad y la incertidumbre a que 

está sometido la exigencia de seguridad de orientación es, por eso, una de las 

necesidades humanas básicas que el Derecho trata de satisfacer a través de la dimensión 

jurídica de la seguridad (Pérez, 2000, p. 28). 

La seguridad jurídica es un valor estrechamente ligado al Estado de Derecho que se concreta 

en exigencias objetivas de, como lo clasifica Pérez (2000) de esta manera: 

 Corrección estructural.- formulación adecuada de las normas del ordenamiento jurídico y 

Corrección funcional.- cumplimiento del Derecho por sus destinatarios y especialmente por 

los órganos encargados de su aplicación. Junto a esa dimensión objetiva la seguridad 

jurídica se presenta, en su acepción subjetiva encarnada por la certeza del Derecho, como la 

proyección en las situaciones personales de las garantías estructurales y funcionales de la 

seguridad objetiva (p.28). 

En nuestra carta Magna encontramos el Art. 82, que textualmente lo menciona la 

Constitución de la República del Ecuador (2008): “El derecho a la seguridad jurídica se 

fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, 

claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes” (p.58) 

Bajo este artículo, en el presente análisis de caso se observa el irrespeto y la violación a la 

constitución  

En conclusión, la seguridad jurídica dentro del estado de derecho tiene como la finalidad la 

protección y aplicación eficaz de los derechos fundamentales, básicamente es una garantía 

que el estado nos otorga para que nosotros como ciudadanos poseedores de bienes y también 

derechos no seamos víctimas de actos violentos, y en caso que sucediere tales actos el estado 

garantizará la reparación de los daños. 
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2.3. PREGUNTAS DE INVESTIGACIÓN 

 

¿CUÁNDO PROCEDE UNA ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE PROTECCIÓN? 

La Constitución de la República del Ecuador en su articulado incluye las llamadas acciones 

jurisdiccionales con el objetivo de proteger los derechos fundamentales de las personas 

consagradas en la constitución y en los Instrumentos Internacionales.  

La acción constitucional de protección, según el art. 88 de la carta magna dice:  

 La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos 

reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de 

derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no 

judicial; contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de 

los derechos constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, 

si la violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si 

actúa por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de 

subordinación, indefensión o discriminación.( Constitución, 2008, p. 64). 

La misma que procederá en contra de actos u omisiones de cualquier autoridad que atente o 

viole o trate de menoscabar el goce y ejercicios de derechos, además procede en contra de 

políticas públicas y en si en contra de todo acto discriminatorio cometido en contra de 

cualquier persona. 

¿QUIÉNES PUEDEN INTERPONER UNA ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE 

PROTECCIÓN? 

Como lo establece el art, 9 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y control 

Constitucional, las garantías jurisdiccionales pueden hacerse efectivas por la intervención de 
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cualquier sujeto de forma individual o colectivo, pueblo, colectivo, que sienta que sus 

derechos están siendo violentados. 

También tenemos al defensor del pueblo, quien es una autoridad sobre el cual recae la 

responsabilidad de garantizar a los ciudadanos o  pueblo sus derechos a ser protegidos y 

respaldados ante actos de abusos por parte de los poderes del estado. 

¿CUÁNDO Y EN QUÉ CIRCUNSTANCIAS SE DESARROLLÓ LA 

VULNERACIÓN DE DERECHOS EN EL PRESENTE ESTUDIO DE CASO? 

En el presenta caso, la vulneración de derechos se desarrolló al momento que ninguna de las 

autoridades inclusive del Alcalde, de no haber mocionado el nombre de la única concejala 

mujer, a pesar de que la norma así lo manifiesta. En este sentido no se tomó en cuenta la 

condición de ser mujer y de pertenecer a uno de los grupos que históricamente han sido 

discriminados, acotando a la idea anterior hago referencia también de que todos los 

miembros del consejo municipal son varones y que se debía considerar y candidatizar  a la 

única mujer con la finalidad de cumplir con lo que establece la constitución y los 

instrumentos internacionales.  

¿SE VIOLENTAN LOS DERECHOS DE OTRAS PERSONAS AL DESIGNAR A 

UNA MUJER COMO VICEALCALDESA? 

 Desde mi punto de vista, no se vulneran derechos de otras personas (hombres) solo se 

dejaría de lado una idea estereotipada de que los hombres deben estar al frente de cualquier 

institución, la participación de las mujeres en la vida política es un avance social y está en 

proceso de desarrollo, los hombres desde el inicio de los tiempos ha tenido un espacio en 

donde ha logrado su avance y por ende de la sociedad, pero por la lucha emprendida por las 

mujeres han conquistado espacios, pero es necesario que la representación masculina debe 

dar un paso al costado para que las mujeres ejerzan sin ningún tipo de crítica, razón o idea 
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estereotipada, más aún con la presencia de algún tipo de violencia, logrando así que las 

mujeres adquieran la oportunidad de poder gobernar, sin ser víctimas, de aquella violencia 

indirecta. 

¿ERA POSIBLE APLICAR EL PRINCIPIO DE PARIDAD EN EL CONCEJO 

CANTONAL DE GUARANDA? 

En la actualidad muchos gobiernos reconocen la paridad de género entre hombre y mujer, y 

se han establecido las acciones afirmativas, pero no es suficiente ya que la realidad que 

viven las mujeres no es como lo establecen las normas.  

En el presente caso fue posible aplicar el principio de paridad ya que así lo establece la 

como la Convención sobre todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) de 

la Asamblea General de las Naciones, luego tenemos la constitución con sus artículos 61 y 

65 que manifiesta que el estado promoverá la representación paritaria de hombres y mujeres 

en instancias públicas y por ultimo tenemos el art. 317 del COOTAD, que regula los 

gobiernos locales, estableciendo que la elección de la segunda autoridad del concejo 

cantonal se realizará de acuerdo con el principio de paridad en donde fuere posible. 

Es decir que en el cantón Guaranda si fue posible que el puesto de vicealcalde sea ocupado 

por la única mujer concejala, por el hecho de ser mujer un grupo discriminado y el hecho ser 

representante de  mujeres de los pueblos indígenas de Guaranda.  

  

 

 

 

 

 



19 
 

2.4. METODOLOGÍA 

2.4.1. METODO CUALITATIVO   

 

En el presente análisis de caso aplique el método cualitativo, el cual se lo realizo con la 

recolección de información y a diferencia de otros métodos de investigación en donde se 

utiliza la encuesta en este caso se aplicó la observación como participante   

2.4.2. TIPOS DE INVESTIGACION   

 

Investigación Teórica: una vez revisadas las leyes que rigen nuestro país se pudo hallar 

los principios generales que nos administran. 

Investigación Bibliográfica: Este tipo nos permite calcar información, permitiendo el 

correcto y adecuado manejo de revistas, libros y documentos. 

Investigación Descriptiva: permite experimentar, estudiar o relatar la realidad presente, 

en cuanto a sucesos, hechos, personas, ambientes, y demás.  

2.4.2. TECNICAS DE INVESTIGACION 

 

OBSERVACION: Esta técnica nos permite observar atentamente el fenómeno, hecho 

o caso logrando así tomar información para luego registrarla y analizarla. 

LECTURA: Esta técnica es un proceso mental, por el cual luego de captar a través del 

sentido visual, se puede lograr comprender el significado de un texto.  
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CAPITULO III: DESCRIPCIÓN DEL TRABAJO INVESTIGATIVO 

REALIZADO 

3.1. Redacción del cuerpo del estudio de casos  

 

Dentro del presente caso se desarrollaron dos audiencias: la primera fue la audiencia única, 

misma que se desarrolló ante el Juez de la Unidad Penal del cantón Guaranda, con 

competencia en materia constitucional y la segunda audiencia fue para el resolver el recurso 

de apelación, el mismo que tuvo lugar en la Sala Multicompetente de la corte provincial de 

justicia de Bolívar. 

Audiencia Única 

En esta parte del trabajo presentare los detalles de las audiencias realizadas dentro de la 

presente Acción de Protección N. 02282201900752, a favor de  la única concejala mujer del 

concejo cantonal de Guaranda, la Lcda. Magdalena Rosalía  Pilco Rea, el día miércoles 2 de 

octubre del 2019 siendo las 15 H00, en la cuidad de Guaranda se instaló la audiencia con el 

fin de resolver la situación de la vulneración de los derechos  de la cual fue víctima la antes 

mencionada concejala.  

Teniendo en cuenta sobre las atribuciones que tiene la Defensoría del Pueblo, en cuanto a la 

protección de los derechos humanos, en este caso haciendo énfasis en los derechos de 

participación política de las mujeres, tal como lo establece el art. 9 literal b, de la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, donde el defensor del 

Pueblo, es también el legitimado activo y podrá iniciar una investigación ya sea de oficio o 

petición de parte según lo estable el art. 6 literal a, de la Ley Orgánica de la Defensoría del 

Pueblo. En cuanto a la inobservancia de la normativa, por parte del Concejo cantonal de 

Guaranda tenemos:  el art. 57, literal O, donde se establecen textualmente las atribuciones 

del concejo cantonal, “Elegir de entre sus miembros al vicealcalde o vicealcaldesa del 
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gobierno autónomo descentralizado municipal”( COODAT, 2010); y el art. 317, inciso 

segundo del mismo cuerpo legal que manifiesta “Los consejos regionales, concejos 

metropolitanos y municipales procederán a elegir de entre sus miembros a la segunda 

autoridad del ejecutivo del correspondiente gobierno, de acuerdo con el principio de paridad 

entre mujeres y hombres en donde fuere posible”( COOTAD, 2010); este artículo señala la 

aplicación del principio de paridad de género y por ende el derecho a la igualdad material, 

igualdad formal y no discriminación, configurando la discriminación a la única concejala 

mujer del cantón Guaranda, pues el hecho de vulneración se identifica al no mencionar o 

proponer el nombre de la concejala mujer, para el puesto de Vicealcaldía, estos son los 

artículos en cuanto a la normativa legal local.  

En cuanto a la normativa nacional témenos como principal norma legal a la Constitución de 

la República del Ecuador, en el art. 61, numeral 7, este articulo trata sobre los derechos de 

participación y puntualmente, entre otros, en el numeral 7 dice:  

           Desempeñar empleos y funciones públicas con base en méritos y capacidades, y en 

un sistema de selección y designación transparente, incluyente, equitativo, pluralista 

y democrático, que garantice su participación, con criterios de equidad y paridad de 

género, igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad y participación 

intergeneracional (CRE, 2008, p.45). 

Además el art. 66, en cuanta a los derechos de libertad en su numeral 4, establece : “Derecho 

a la igualdad formal, igualdad material y no discriminación” (CRE, 2008, p.47), para que 

este derecho, reconocido constitucionalmente se haga efectivo se debía haber aplicado el 

principio de paridad de género respetando también el principio de alternancia, ya que estos 

son elementos indispensable para logra el desarrollo social y formar un  verdadero estado de 

derecho, afianzado una vida democrática entre hombres y mujeres en donde, los derechos de 
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las mujeres no solo estén plasmados en libros, códigos y textos como letra muerta, sino que 

estos derechos sean vistos en la práctica de la vida, en todos los ámbitos no solo en lo 

político. 

Los artículos antes citados corresponden a la normativa nacional expresa, sobre la paridad 

de género, igualdad, alternancia entre hombres y mujeres. 

En la sentencia emitida en primera Instancia el día miércoles 2 de octubre  del 2019, a pesar 

de que la norma es clara, en cuanto a la jerarquía de las normas, dentro de la motivación que 

realiza el juez, no considera el contenido de ni de Convenios o Tratados internacionales 

sobre derechos humanos, en especial sobre aquellos que hablan de los derechos dela 

mujeres.  

En el título IX, de la Constitución de la República del Ecuador que trata sobre la supremacía 

constitucional, específicamente en los artículos. Art. 424, manifiesta que: 

           1.-  La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del 

ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán mantener 

conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de 

eficacia jurídica. 2.- La Constitución y los tratados internacionales de derechos 

humanos ratificados por el Estado que reconozcan derechos más favorables a los 

contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o 

acto del poder público. (CRE, 2008, p.187),  

Y en el Art. 425, que claramente establece:  

           El orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: La Constitución; los 

tratados y convenios internacionales; las leyes orgánicas; las leyes ordinarias; las 

normas regionales y las ordenanzas distritales; los decretos y reglamentos; las 
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ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y decisiones de los 

poderes públicos. (CRE, 2008, p.187), 

La pretensión por parte de los legitimando activos, fue que en sentencia de declare la 

vulneración del derecho a la seguridad jurídica en cuanto al principio de igualdad con 

criterios de equidad y paridad de género en la participación policía de las personas en 

especial de las mujeres, además de la vulneración de la supremacía constitucional e 

inobservancia de instrumentos internacionales, por ende la defensoría, solicitó al juez como 

reparación integral lo siguiente:  

1. Que la sesión del Consejo de Gobierno del Cantón Guaranda, realizada el 15 de 

mayo del 2019, quede sin efecto. 

2. Que el Consejo de Gobierno del Cantón Guaranda, convoque a una segunda sesión, 

en donde se elegirá a la segunda autoridad del cantón, respetando lo que establece la 

Constitución de la República del Ecuador, Instrumentos Internacionales y el 

COOTAD. 

3. Que dentro del desarrollo de la segunda Sesión se aplique la equidad y la paridad de 

género, para que se elija a la mujer que será la vicealcaldesa de Guaranda. 

4. Que la sentencia emitida por su autoridad sea publicada en el diario de mayor 

circulación de la provincia, con el objetivo de que las personas, conozcan sobre los 

criterios de equidad y paridad al cual todos tenemos derecho. 

5. Que se disponga al Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón Guaranda, la 

realización de procesos de capacitación en cuanto a derechos humanos con enfoque 

de género, en conjunto con la Defensoría del Pueblo. 

Dentro de la decisión tomada por el juez para resolver la Acción de Protección, en favor de 

los derechos de la única mujer concejal del cantón Guaranda, no consideró las siguientes 

instrumentos internacionales de derechos humanos, en especial de los derechos de la mujer 
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ratificados por el estado ecuatoriano, como tenemos: La Convención sobre la Eliminación de 

toda forma de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), y La Convención Americana de 

Derechos Humanos sobre los Derechos Políticos. 

Una vez rechazada la Acción de protección, en primera instancia, fundamentado en que no 

existe vulneración de derecho alguno; como lo estable la norma, se presentó la respectiva 

apelación dentro de la audiencia única, posterior ente se desarrolló la audiencia para resolver 

el Recurso de apelación el mismo que después de un amplio análisis de doctrina 

Jurisprudencia y base legal, dio como resultado el rechazo del recurso de apelación subido 

en grado. 
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CAPITULO IV: RESULTADOS   

 

4.1. Resultados de investigación realizada 

En el presente análisis de caso, con la finalidad de evidenciar de qué forma se han vulnerado 

e inobservado normativa, tanto nacional como Internacional sobre derechos Humanos, en 

especial de las mujeres, se ha revisado teoría sobre los logros de las mujeres a lo largo de los 

años, los espacios que las mujeres han ido conquistando en la vida política, social y 

económica. 

Luego del análisis al derecho de la igualdad formal, igualdad material y no discriminación, 

siendo este, es un derecho reconocido en nuestra norma suprema, bajo este derecho todos 

somos iguales ante la ley, pero lastimosamente las mujeres han tenido que desarrollarse y 

exigir sus derechos desde en segundo lugar, ya que la idea que se encuentra plasmada en la 

sociedad y que no va a ser fácil cambiar esa ideología concebida desde tiempos antiguos y 

que todavía se ve en la sociedad de que un hombre siempre está al frente de todo, son muy 

pocas las mujeres que se encuentran al frente de instituciones u ocupando cargos públicos. 

4.2 Impacto de los resultados de la investigación  

Como resultado del análisis del presente caso es evidente el desconocimiento por parte de 

las autoridades en cuanto a la aplicación de la paridad de género para la designación de las 

autoridades seccionales, así también la inobservancia de la jerarquía de las normas. 

El impacto que causa a la sociedad directamente, es que no existe la suficiente información 

y publicidad sobre los derechos de las mujeres y su participación en la vida política, y la 

poca información que circula no se evidencia en la práctica o en la cotidianidad, con estos 

antecedentes es necesario que las autoridades de nuestro cantón, prioricen capacitaciones 

sobre temas de derechos humanos con la finalidad de alcanzar el desarrollo social y una vida 
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en igualdad de condiciones, al punto de que ya no sea necesario acudir a instancias 

superiores con el fin de exigir derechos, sino que la sociedad misma otorgué este derecho sin 

ningún exigencia. 
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CONCLUSIONES DE LA INVESTIGACIÓN 

La paridad de género, visto como derecho y principio, fue reconocido por la lucha 

persistente de las mujeres, pero que todavía  no ejercen su derecho de participación 

política igualitaria en su totalidad, el principio- derecho de paridad se fundamental dentro 

de los estados democráticos, es aquel que busca garantizar la representación de las 

mujeres en los espacios de toma decisión a través de la participación política  

Las mujeres han sido históricamente discriminadas en la vida política y pública, 

asignándoseles por costumbre asuntos domésticos y posteriormente cuestiones de la vida 

pública de menor trascendencia, con la introducción del derecho a la igualdad con el 

objetivo de demostrar el aporte de las mujeres, el ecuador ha visto necesario la creación e 

implementación de mecanismos de reconocimiento de derechos pero es necesario la 

creación de normativa clara sobre el principio de paridad y su aplicación. 

Para lograr un verdadero estado de derechos democrático, con principios de equidad y 

paridad de género ha sido necesario que los estados se obliguen al cumplimento de los 

convenios y tratados internacionales ratificados por el estado ecuatoriano, pero en el 

presente caso podemos evidenciar la inobservancia de la normativa existente en cuanto a 

derechos humanos en especial de las mujeres por parte del juzgador.  
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